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ABSTRACT: This article explores the relation that existed at the beginning of the nineteenth 
century between a particular notion of what is just and the payment of the colonial debt 
during the process of independence of New Granada. We will ﬁ rst analyze two texts written 
in 1811 and then the decisions that they inspired. Those decisions will be analyzed within a 
historical framework that can be traced from the end of the eighteenth century until to at 
least the epoch of Gran Colombia. This analysis will thus open a discussion about a subject 
that has scarcely been studied in Colombian historiography (the continuity of the Spanish 
debt) and at the same time, expounds the validity of a traditional notion of the just that is 
based on exemptions and privileges, despite the new revolutionary values that were in vo-
gue. Deﬁ ning debt as a contract and justice as a social relation allows us to approach the 
density of the social connections that were being forged during those years of change more 
directly.
RESUMEN: Este trabajo explora, a inicios del siglo XIX, la relación entre una particular noción 
de lo justo y la continuidad de la deuda colonial en el proceso de independencia neogranadi-
no. Analizamos dos textos de 1811 y las resoluciones que a partir de ellos se tomaron, en-
marcando dichas decisiones en un proceso que se percibe desde ﬁ nales del siglo XVIII y se 
extiende por lo menos hasta la época Grancolombiana. Con esto queda abierta la discusión 
para un tema poco estudiado en la historiografía colombiana (la continuidad de la deuda 
española) y se expone, al mismo tiempo, la vigencia de una antigua noción de lo justo basa-
da en fueros y privilegios, perceptible a pesar de los nuevos valores revolucionarios en boga. 
1. Este trabajo es parte de una investigación más amplia sobre la deuda interna en la conformación del 
estado colombiano durante el siglo XIX, investigación que a su vez se inscribe en el proyecto «A Comparative 
History of the State Building process in Latin America (1820-1870)» (StateBgLatAmerica 2008 SH-6) del Euro-
pean Research Council (Advanced Grant 230246) en la Universitat Pompeu Fabra de Barcelona. La versión 
fi nal de este texto se vio benefi ciada de los comentarios del equipo de investigación StateBgLatAmerica y de las 
agudas observaciones de las historiadoras Aude Argouse y María Eugenia Albornoz, agradecemos sus comen-
tarios.
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La deuda como contrato y la justicia como relación social, nos permiten acercarnos a la den-
sidad de las tramas sociales que se urdían en estos años de cambio.
En las páginas que siguen nos ocupamos de la justicia y de la justifi cación de una deuda: 
aquella contraída por el gobierno español con la Iglesia de la Nueva Granada a fi nales del 
período colonial. Los alegatos en torno a lo justo y a lo injusto de este proceso de endeu-
damiento empiezan desde fi nales del siglo XVIII y se extienden hasta bien entrado el si-
glo XIX. Se trata, por ende, de un proceso que debe entenderse en su extensión; conside-
rándolo tanto en sus contradicciones durante el gobierno colonial, como en aquellas que 
se plantean durante y después de las guerras de Independencia. Preciso es decir que la 
historiografía colombiana poco se ha ocupado de este proceso en su conjunto: la deuda 
pública no ha despertado interés en los especialistas del período colonial, mientras que, 
para quienes trabajan la República, si es que existe interés por la deuda, es por aquella 
que empieza a generar el nuevo estado republicano y no por la que se heredó del gobier-
no español. Es más, la idea generalizada en la historiografía es que no existe tal herencia. 
Esta visión tiene sus raíces en el estudio pionero del hacendista, hombre político y escri-
tor decimonónico Anibal Galindo2 y pervive en la actual historiografía.3 Aunque las razo-
nes de tal omisión –o desinterés– han cambiado a través del tiempo, lo cierto es que co-
nocemos muy poco de estos endeudamientos tardo-coloniales o proto-republicanos.4 En 
este texto mostraremos que una parte de los compromisos adquiridos por el gobierno 
español continuó siendo honrada a pesar de los cambios políticos. El estudio de estas 
2. Galindo, Aníbal, Historia economica i estadistica de la Hacienda Nacional, desde la colonia hasta nuestros 
dias, Bogotá, Imprenta de Nicolás Ponton y cia., 1874.
3. Los pocos estudios sobre la deuda interna decimonónica en la actual historiografía colombiana inician 
su análisis a partir de 1821 y ni siquiera mencionan el antecedente colonial: Rojas Rivera, Angela Milena, La 
deuda pública de Colombia durante el siglo XIX (1840-1894), tesis de licenciatura, Universidad Nacional de Co-
lombia, Bogotá, Facultad de ciencias económicas, 2000; Villaveces Niño, Juanita, Formación de la deuda pública 
en Colombia 1821-1873, Bogotá, Universidad del Rosario, Serie documentos #84, 2007. En una historia fi scal y 
económica más amplia esta ausencia también se hace sentir, cf. Meisel, Adolfo; Ramírez, Maria Teresa (eds.), 
Economía Colombiana del siglo XIX, Bogotá, FCE/Banco de la República, 2010; Rodriguez Salazar, Oscar; Aré-
valo, Decsi (eds.), Propuestas y debates en historia económica, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia/CID, 
2011. A pesar de las diferencias que separan estas dos compilaciones académicas editadas en los últimos años, 
ninguna incluye trabajos sobre el endeudamiento estatal interno y mucho menos se establece articulación entre 
éste y el proceso de endeudamiento tardo-colonial.
4. Hay, sin embargo, algunas referencias puntuales: en su ya clásico estudio sobre la Gran Colombia, Da-
vid Bushnell habla de la existencia de esta deuda, aunque no le dedica más de dos párrafos, cf. Bushnell, David, 
El régimen de Santander en la Gran Colombia, Bogotá, Tercer Mundo/Universidad Nacional, 1966, p. 124. Por 
su lado, un reciente estudio –también sobre la Gran Colombia– nombra estas deudas, aunque a la hora de 
analizar la deuda interna no la toma en cuenta pues habla de «la aparición de un rubro inexistente en la era 
colonial», sin precisar que si bien el «rubro» puede ser nuevo, el proceso no lo era tanto, cf. Pinto, José Joaquín, 
«Finanzas de la República de Colombia, 1819-1830», en Propuestas y debates en historia económica, Bogotá, 
Universidad Nacional de Colombia/CID, 2011, p. 305). El también reciente trabajo de Edwin Muñoz, evoca en 
las conclusiones la necesidad de conocer el impacto del proceso de la consolidación de Vales Reales en la Nue-
va Granada –como ha sido estudiado para la Nueva España– aunque su observación se limita al antecedente 
colonial, cf. Muñoz, Edwin, «Estructura del gasto y del ingreso en la Caja Real de Santafé, 1803-1815» en Anua-
rio Colombiano de Historia Social y de la Cultura, vol. 37, n.º 2, 2010, p. 45-85.
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deudas nos muestra que la vía que tomará el endeudamiento público a lo largo del si-
glo XIX no se inaugura, como se presupone, con la guerra de la independencia sino que 
viene desde fi nales del gobierno colonial.
Otras historiografías hispanoamericanas han señalado la relación entre el endeuda-
miento tardo colonial y el republicano.5 Destacan los estudios sobre la Nueva España 
donde la magnitud y el impacto del endeudamiento monárquico difícilmente permitirían 
pasarlo por alto.6 Para la Nueva Granada, el poco cuidado que se le ha prestado tiene sin 
duda que ver con que, en términos cuantitativos y comparativos, ésta no parece signifi ca-
tiva. Sin embargo, desde un punto de vista cualitativo constatamos que a pesar de su 
modesto monto, su existencia, así como su continuidad/discontinuidad, ocuparon y pre-
ocuparon a quienes se disputaron en estos años la hegemonía y el gobierno; el tema al-
canzó a ser objeto de debates y de reivindicaciones que se extendieron, por lo menos, 
hasta mediados del siglo XIX.7
La visión del endeudamiento republicano, inserto en un proceso que se instala con 
los últimos gobiernos coloniales, implica considerar otra temporalidad que el clásico cor-
te entre Colonia y República, característico de una larga historiografía con raíces decimo-
nónicas. Por esta razón el presente trabajo se inscribe en la línea de investigaciones que 
han propuesto cronologías que responden a preguntas que no se establecen necesaria-
mente en función de la independencia política como el punto de quiebre y cambio de 
todos los procesos, sean estos económicos, sociales, jurídicos, militares, culturales.8 Las 
5. El caso mexicano es el más signifi cativo y el mejor estudiado, los trabajos de Carlos Marichal explican 
estos procesos desde hace un par de décadas: Marichal, Carlos, La bancarrota del virreinato: La Nueva España y 
las ﬁ nanzas del Imperio Español, 1780-1810, México, FCE/El Colegio de México, 1999; Marichal, Carlos y 
Marino, Daniela (comp.), De Colonia a Nación. Impuestos y política en México, 1750-1860, México, El colegio 
de México/Centro de Estudios Historicos, 2001; Ludlow, Leonor y Marichal, Carlos (comp.), Un siglo de deuda 
pública en México, México, UNAM/Colmich, 1998. Para el proceso general en Hispanoamérica ver: Liehr, Ri-
chard, «Endeudamiento estatal y crédito privado: la consolidación de vales reales en Hispanoamérica», en 
Anuario de Estudios Americanos, n.º 41, Sevilla, 1984, pp. 553-578. Y la introducción al libro que él mismo 
edita: Liehr, Richard, América Latina en la época de Simon Bolivar: la formación de las economías nacionales y los 
intereses económicos europeos 1800-1850, Berlin, Colloquium-Verl, Biblioteca Ibero-Americana, 1989.
6. Carlos Marichal habla para la Nueva España del 57% del total de la participación de Indias en los in-
gresos de la Tesorería General de España entre 1803 y 1807 y para el año 1809 llegaría casi al 70%. Cf. Mari-
chal, Carlos, «Benefi cios y costes fi scales del colonialismo: las remesas americanas a España, 1760-1814», en 
Revista de Historia Económica XV, n.º 3, 1997, pp. 475-505. 
7. Historiadores y funcionarios del siglo XIX lo plantean en sus obras e informes. Ver por ejemplo: Groot, 
José Manuel, Historia Eclesiástica y Civil de Nueva Granada, Bogotá, Imprenta de Medardo Rivas, 1869 y Res-
trepo, Juan Pablo, La Iglesia y el Estado en Colombia, Londres, publicado por Emiliano Izasa, 1885; Márquez, 
José Ignacio de, Mensaje del Presidente de la República de la Nueva Granada al Congreso de 1838, Bogotá, Im-
prenta de la Nación, 1838. 
8. Por ejemplo, una pregunta que en la historia económica ha generado numerosos trabajos es aquella de 
las consecuencias económicas de la Independencia, el libro que compilan Leandro Prados de la Escosura y 
Samuel Amaral convoca un grupo prestigioso de historiadores latinoamericanos sobre este tema, cf. Prados de 
la Escosura, Leandro y Amaral, Samuel, La independencia americana: consecuencias económicas, Madrid, Alian-
za Editorial, 1993. En la historia económica colombiana la pregunta también encuentra ecos: Kalmanovitz, 
Salomón, Consecuencias económicas del proceso de independencia en Colombia, Bogotá, Fundacion Universidad 
Jorge Tadeo Lozano, 2008; Meisel, Adolfo, ¿Qué ganó y qué perdió la economía de la Nueva Granada con la In-
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tentativas en esta dirección, aunque no son recientes,9 sí parecen en nuestros días multi-
plicarse desde diferentes perspectivas.10 Quizás estemos en un momento en el que se su-
man las razones para abandonar viejos paradigmas.
En este artículo vamos a trabajar a partir de dos resoluciones del año 1811 a propósi-
to de las deudas adquiridas o generadas por la monarquía en la crisis que acompañará su 
caída. Se trata de decisiones tomadas apenas unos meses después de la disolución del 
gobierno monárquico y de haberse instalado el nuevo gobierno criollo.11 La primera, de 
febrero de 1811, determina el no pago de ciertos impuestos que adeuda la Iglesia neogra-
nadina según disposiciones del gobierno metropolitano; y la segunda, de agosto de 1811, 
estipula el pago de los intereses de una deuda que adquirió el gobierno metropolitano 
desde 1804 con instituciones e individuos del cuerpo eclesiástico neogranadino.
Los documentos que solicitan y argumentan a favor de dichas decisiones fueron pre-
sentados para su discusión en la Suprema Junta de Gobierno de Cundinamarca por D. D. 
Fernando Caicedo y Flórez, canónigo penitenciario de la iglesia metropolitana de Santa-
fé. Cura comprometido con el movimiento independentista criollo,12 Fernando Caicedo 
perteneció a una familia prominente de la ciudad de Bogotá, la cual formaba parte de la 
élite santafereña desde el siglo XVII. Además de ser ricos hacendados (con vínculos eco-
nómicos, políticos y familiares en la capital, en la jurisdicción de Ibagué y en Santander) 
varios miembros de su familia ocuparon papeles destacados en la administración colonial 
y republicana: su hermano D. Luis Dionisio Caicedo y Flórez, fue Regidor, Alférez de 
Bogotá y Caballero de la R. O. De Carlos III en 1796, participó al igual que Fernando en 
el proceso de Independencia y el hijo de Don Luis Caicedo, Domingo Caicedo, fue Ge-
dependencia?, en Cuadernos de Historia Económica y Empresarial n.º 27, Cartagena, CEER /Banco de la Repú-
blica, 2010. En todos estos trabajos se asume –sin problematizarlo– que el antes y el después de la comparación 
(en este caso económica) se ubica en el evento político-militar que signifi có la Independencia. 
9. Halperin Donghi, Tulio, Historia de América Latina, 3. Reforma y disolución de los imperios ibéricos 
1750-1850, Madrid, Alianza Editores, 1985; Hamnett, Brian, «Process and pattern: A re-examination of the 
Ibero-American Independence movements, 1808-1826 en Journal of Latin American Studies 29, n.º 2, 1997, 
pp. 279-328. 
10. Ver por ejemplo: Morelli, Federica, «Entre ancien et nouveau régime. L’histoire politique hispano-amé-
ricaine du XIXe siècle» en Annales. Histoire, Sciences Sociales 59, n.º 4, 2004, pp. 759-781; Chust Calero, Manuel, 
«México, de colonia a estado-nación: una propuesta de periodización, 1808-1835» en Revista del CESLA, 
Uniwersytet Warszawski, n.º 11, 2008, pp. 161-182; Morelli, Federica; Thibaud, Clément; Verdo, Génevoève 
(dir.) Les empires atlantiques entre Lumières et libéralisme (1763-1865), Rennes, Presses Universitaires de 
Rennes, 2009. Para la Nueva Granada, además del artículo ya citado de Edwin Muñoz («Estructura del gas-
to…») trabajos recientes dan cuenta de un interés por este tipo de periodización. Un ejemplo es el grupo de 
investigación de historia económica y social de la Universidad Nacional de Colombia, con proyectos como el de 
James Torres sobre la minería neogranadina, cf. Torres, James, Anotaciones sobre la minería neogranadina en la 
trayectoria de Colonia a República 1780-1839, ponencia, Seminario Costos y Benefi cios de la Independencia 
para la Nueva Granada, Bogotá, Universidad Nacional, 2009.
11. La Junta de Cundinamarca se instaló en Bogotá desde el 21 de julio del 1810, los textos estudiados son 
de febrero y agosto de 1811.
12. Sobre Fernando Caicedo y sus participación en el movimiento independencia ver: Hamnett, Brian R. 
«The Counter Revolution of Murillo and the insurgent Clercs of New Granada, 1815-1820», en The Americas 
32, n.º 4, Apr. 1976, pp. 597-617.
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neral de la República ocupando entre 1829 y 1840 varios cargos en el Ejecutivo y la Vice-
presidencia en dos ocasiones. Fernando Caicedo, por su parte, durante el gobierno espa-
ñol fue profesor y rector de Colegio Mayor del Rosario (1792-1799), cura de la catedral 
desde 1794 y miembro del cabildo eclesiástico metropolitano en el momento de su adhe-
sión a la causa criolla.13 En 1811 –después de la escritura del primer documento que aquí 
analizamos-14 integró, en calidad de vicepresidente, la Junta Superior de Gobierno de 
Cundinamarca, posición en la que presenta el segundo documento.15 Estos dos alegatos 
fueron leídos y discutidos en dicha Junta y las decisiones ya mencionadas del pago de 
ciertos impuestos eclesiásticos y de los réditos de compromisos del gobierno español, 
fueron respuestas a las solicitudes que en ellos se expresaron.
Dos aspectos nos proponemos poner de relieve. Por un lado, ver cómo en el contexto 
de estos alegatos se hace evidente una particular noción de justicia, a través del orden 
social evocado y del fundamento de lo que se considera justo. Se trata de ver de qué ma-
nera lo que hoy llamamos una justicia de antiguo régimen16 impregnaba las relaciones y las 
apreciaciones que se podían tener del gobierno, del Estado y del orden social que lo sus-
tentaba. En este caso veremos en particular los fueros y los privilegios como criterio de 
orden y de justicia. Por otro lado, nos ocuparemos de las acciones que se defi enden o se 
condenan, que en este caso tienen que ver con el pago de deudas del gobierno que acaba 
de ser sustituido y con el pago de los impuestos adeudados ¿debe el recién formado Es-
tado de Cundinamarca pagar los compromisos adquiridos hasta entonces? ¿Los pagó? 
¿Deben los clérigos pagar, como se les exige, los impuestos establecidos por el anterior 
gobierno?
Al tiempo que presentamos las circunstancias en las que se contrajeron estas deudas 
que se reclaman válidas y justas en 1811, nos detendremos en la manera como se propo-
nen, se defi enden o se atacan las mismas: esto nos llevará a considerar, fi nalmente, la rela-
13. Desterrado a un convento en Sevilla durante la Reconquista española, regresa una vez instalado el go-
bierno Grancolombiano, en 1827 es nombrado Arzobispo de Bogotá, cf. Mantilla, Luis Carlos, «Nuevos docu-
mentos para la biografía de don Fernando Caicedo y Flórez», en Revista del Colegio Mayor de Nuestra Señora 
del Rosario, vol. 81, Bogotá, 1989, pp. 93-103. Sobre la familia Caicedo ver: Clavijo Ocampo, Hernán, «El ca-
ballero Don Luis de Caicedo: un empresario criollo del período de la crisis del régimen colonial en la Nueva 
Granada», en Boletín Cultural y Bibliográﬁ co, n.º 32, Bogotá, 1993.
14. Caicedo y Florez, Fernando, Maniﬁ esto en defensa de la libertad e inmunidad eclesiástica, Bogotá, Im-
prenta Real por Don Bruno Espinoza de los Monteros, 1811.
15. Caicedo y Florez, Fernando, Voto que en la sesión del 20 de agosto de 1811 del Supremo Cuerpo Legisla-
tivo, dió el D. D. Fernando Caicedo y Florez, Bogotá, Imprenta Real de Don Bruno Espinoza de los Monteros, 
1811.
16. Sobre la justicia antigua en América se puede ver entre otros: Viñas Mey, Carmelo, El régimen jurídico 
y la responsabilidad en América, México, UNAM, 1993; Tau Anzoátegui, Víctor, Casuismo y sistema: indagación 
histórica sobre el espíritu del derecho indiano, Buenos Aires, Instituto de Investigaciones de Historia del Dere-
cho, 1992; Herzog, Tamar, La administración de justicia como un fenómeno social. La justicia penal de la ciudad 
de Quito (1650-1750), Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1995. Por su lado, para comprender los 
principios que conformaban la justicia antigua y su larga tradición, es muy esclarecedora la introducción que 
Elisa Caselli hace al libro: Polimene, María Paula (coord.), Autoridades y prácticas judiciales en el Antiguo Régi-
men: problemas jurisdiccionales en el Río de la Plata, Córdoba, Tucumán, Cuyo y Chile, Prohistoria Ediciones, 
Rosario, 2011.
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tiva continuidad de la deuda pública, en medio de las rupturas que implicaron los proce-
sos de independencia. Ambos aspectos, la justicia y la deuda, serán abordados a partir de 
las relaciones que para cada uno de ellos evocan estos textos, también nos detendremos 
en las relaciones que pueden tener un aspecto con el otro. Todo esto sin perder de vista 
el hecho de que son posiciones y acciones que se dan en medio de una transformación 
política que, necesariamente, iba a re-signifi car el valor social de nociones arraigadas en 
la vida social neogranadina, como lo eran el privilegio y la misma noción de lo justo.
1. La deuda pública en el período revolucionario
El 20 de agosto de 1811, la recién formada Junta de Cundinamarca –como supremo cuer-
po legislativo del estado en ese momento– sancionó lo siguiente con respecto a las llama-
das deudas de Consolidación17 adquiridas en nombre y a favor del gobierno metropolita-
no a partir de1804:
Empezando el arreglo general del Tesoro Público y creyendo deber dar principio a esta grande 
obra por la califi cación de las deudas de justicia y cargas del Estado […] resolvió con unanimi-
dad de votos, ser de pagarse íntegros los réditos de los capitales de fondos de este territorio, 
introducidos en estas caxas, con el título de imposiciones al quatro por ciento y posteriormen-
te con el de Consolidación o Amortización al cinco.18
Esta fue una de las primeras resoluciones tomadas por el Gobierno recién formado 
de Cundinamarca. Con esta resolución se establecía un elemento de continuidad en 
medio de la transformación política, continuidad de una acción: el pago de los intereses 
de una deuda. Claro está, la inestabilidad política en estos primeros años producía que 
una resolución como la anterior no tuviese una garantía de permanencia: toda decisión 
podía ser anulada o transformada en función de los gobiernos y gobernantes que se su-
cedían entre guerras y cambios políticos, entre intereses en pugna, entre reversos y con-
tra-reversos del intrincado camino de defi nición de la naciente República.19 Dicho esto, 
17. Más adelante hablaremos de esta deuda, por el momento no sobra una defi nición rápida. La llamada 
deuda de consolidación, es la que adquiere el gobierno monárquico con la Iglesia peninsular y americana como 
consecuencia de un proceso de desamortización de bienes pertenecientes a Obras Pías. Se le llama de Consoli-
dación porque los capitales producidos por la venta de estos bienes eclesiásticos se destinaron a alimentar la 
Caja de Consolidación de vales reales en Madrid. Por su lado, los vales reales eran títulos de deuda pública no-
minativos que tenían un período de amortización de veinte años y que devengaban, normalmente, el cuatro por 
ciento de interés, siendo, además, transferibles por endoso, lo que permitía su utilización como medio de pago. 
Estos vales se emitieron repetidas veces a partir de 1780. Cf. Carrera Raya, Francisco José, Antecedentes histó-
rico-jurídicos de la deuda pública española, Málaga, Universidad de Málaga, 1987.
18. Caicedo, Voto…, cit., p. 2. 
19. El período que va desde las declaraciones de independencia (1810) hasta la reconquista española con 
Murillo a la cabeza (1816) ha sido llamado en la historiografía colombiana «la patria boba». Este período puede 
entenderse formando parte de lo que Manuel Chust ha llamado la «situación revolucionaria» que vive el mundo 
hispano entre 1808 y 1814, ver: Chutst, Manuel, «México, de colonia a estado-nación…», cit., p. 176-177. El 
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no deja de ser signifi cativo que a pesar de haberse desdibujado la unidad política del 
virreinato de la Nueva Granada, el gobierno local haya decidido mediante voto de su 
Junta de Gobierno, pagar íntegramente los compromisos que el anterior tenía con la 
Iglesia.
Si estos réditos se siguieron pagando fue, en buena parte, por la presión que la Iglesia 
neogranadina ejerció para que así fuera. Uno de los elementos que contó en la capacidad 
de movilización fue la posición desde la que se hicieron los reclamos, es decir, la legitimi-
dad y la centralidad de quienes abogaban por dicha demanda. Así lo muestra la posición 
de Fernando Caicedo y Flores en el momento de presentar los dos alegatos que tratan las 
deudas del gobierno español. En febrero de 1811, cuando presenta su primer alegato, lo 
hace como canónigo penitenciario del cabildo de la Iglesia Metropolitana de Santafé de 
Bogotá; seis meses más tarde, cuando presenta el segundo texto, lo hace como vicepresi-
dente de la Junta de Gobierno de Cundinamarca. Es decir, primero representando la 
posición de la Iglesia, al ser su vocero, y después, como una de las fuerzas que se asocia-
ban en la recién formada Junta de Gobierno, al ser uno de sus representantes. A su vez, 
su compromiso con el movimiento criollo independentista terminaba de completar la le-
gitimidad de quien hacía el reclamo, y por ende, la del reclamo mismo en el nuevo con-
texto.
Decíamos que una parte de las peticiones abogaban por la continuidad en los pagos 
de las acreencias adquiridas por el gobierno metropolitano, sin embargo el sentido que se 
le daba a estos reclamos no era en ningún momento el de mantener una tradición. La 
petición de continuar pagando los intereses de unas deudas antiguas era argumentada 
por Caicedo como la necesidad de hacer frente, en la nueva situación política, a los «abu-
sos» que en los últimos años de crisis había implementado el gobierno monárquico desde 
Madrid. En este sentido no se trataba de seguir la inercia de unas costumbres arraigadas, 
sino de remediar una «injusticia» maquinada recientemente y en función de los intereses 
metropolitanos.20
Tenemos entonces que la justicia en torno a unas deudas que se argumentan en 1811, 
se remitía a un proceso que había empezado años antes y que es necesario considerar, 
antes de entrar en el detalle de los reclamos que vamos a analizar.
levantamiento «juntista» del virreinato de la Nueva Granada trajo la fragmentación de la soberanía Real en un 
marcado «foralismo» que dio como resultado la formación de Juntas en cada provincia con pretensiones de 
autonomía. El carácter de dichas Juntas se fue inclinado hacia movimientos insurgentes con un contenido crio-
llo y anticolonial cada vez mas evidente. Al tiempo, por su inestabilidad y fragmentación carecían de la fuerza 
necesaria para hacer frente a la contienda militar que trajo la Reconquista. En estas circunstancias de inestabi-
lidad y fragmentación se da la toma del poder por la tropa expedicionaria española (1816) bajo la comandancia 
de Pablo Murillo, produciendo una derrota criolla que da paso a la reinstalación del gobierno virreinal. Des-
pués de esta primera República y de la Reconquista, se organiza en 1819 la campaña defi nitiva de Independen-
cia con Simón Bolívar a la cabeza.
20. Caicedo, Voto…, cit., p. 4.
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La crisis de la Monarquía y el endeudamiento
Desde fi nales del siglo XVIII las fi nanzas reales funcionaron en una espiral de deudas cada 
vez más difíciles de pagar. Es bien sabido que las guerras europeas en las que se involucró 
la Monarquía a fi nales del siglo XVIII y principios del XIX, representaron enormes costos 
que llevaron a una situación de bancarrota latente que se fue paliando con una serie de 
préstamos.21 La Corona española se endeudó fuertemente con casas comerciales en Ho-
landa y en Francia y la garantía de estos préstamos fue, en buena parte, las rentas ameri-
canas.22 Por ejemplo, una Cédula Real de 1805 informa los términos de un préstamo de 
diez millones de fl orines de Holanda, con la casa Hope y compañía del comercio de Áms-
terdam, dice:
Para la seguridad de dichos pagos he mandado poner, y se han puesto en la Caja de Consolida-
ción los libramientos y réditos de los diez años, cuyos libramientos expedidos sobre mis Reales 
Cajas de México, Lima, Cartagena de Indias y Buenos-Aires se pagarán anualmente en las 
precisas épocas señalados en ellos, dispuestas con la anticipación necesaria para que los cauda-
les puedan venir a España y trasladarse a Holanda en los plazos acordados.23
El producto de las Cajas Reales americanas se fue articulando cada vez más en la es-
piral de endeudamiento metropolitano. Bajo la misma lógica de los situados, que movili-
zaban los recursos excedentes de una región para cubrir los défi cits de otra, la dinámica 
del pago de las deudas entendía que las regiones donde había recursos debían suplir las 
necesidades para el pago de las deudas, las cuales se adquirían en ese momento en la Pe-
nínsula, para cubrir los gastos de las guerras.24 De esta forma los caudales americanos pa-
saron a ocupar un lugar central en estos últimos años de guerras europeas, de crisis, de 
endeudamiento y de decline de la Monarquía. El producto del recaudo de las cajas ame-
ricanas se asignó cada vez más al pago de la deuda pública de la monarquía e individuos 
americanos –por lo general comerciantes– hicieron préstamos al gobierno. Junto con 
esto, la dinámica de los vales reales llevó, entre otras cosas, a una desamortización de 
bienes de la Iglesia y al establecimiento de ciertos impuestos destinados exclusivamente 
al pago de estas deudas, como el Nuevo Noveno y las Anualidades Eclesiásticas.25
21. Merino, José, «Hacienda, Deuda Pública y Desamortización con Carlos IV, Avances de Investigación» 
en Anuario de Estudios Americanos, n.º 38, Sevilla, 1981, pp. 251-269.
22. Merino, José, «1805: Crisis fi nanciera Internacional y Tesoro Americano», en Anuario de Estudios 
Americanos, n.º 39, Sevilla, 1982, pp. 421-436; Marichal, Carlos, «Benefi cios y costes fi scales del colonialismo: 
las remesas americanas a España, 1760-1814», en Revista de Historia Económica, vol. XV, n.º 3, Cambridge 
University Press, 1997, pp. 475-505.
23. Archivo General de Indias (en adelante AGI), Real Cédula dada San Ildefonso el 26 de setiembre de 
1805 (Indiferente General, 1702).
24. Sobre la naturaleza redistributiva del sistema económico del imperio español ver: Irigoin, Alejandra; 
Grafe, Regina, «Bargaining for absolutism: A Spanish path to nation-state and empire building», en The Hispa-
nic American Historical Review, vol. 88, n.º 2, 2008, pp. 173-209. Aunque este análisis no comprende directa-
mente la deuda pública, la lógica es fácilmente aplicable a la situación del endeudamiento monárquico. 
25. Liehr, Reinhard, «Endeudamiento estatal y crédito privado…», cit.
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En 1804, dos Cédulas Reales ordenaron asignar el producto de la venta de bienes de 
obras pías y del cobro de nuevos intereses eclesiásticos en América, para la amortización 
de vales reales y gastos asociados a la Caja de Consolidación.26 Se crearon las Juntas de 
Consolidación en América para el manejo de estos caudales, su recolección y envío a Es-
paña. Para la de Santa Fe se nombró al administrador principal de rentas del virreinato, 
D. Sebastian Díaz de Granados como diputado y para secretario contador se nombró a 
D. Gregorio José Martínez, quien se había desempeñado como ofi cial de la Contaduría 
General de Consolidación en Madrid.27
Un recuento realizado por Reinhard Liehr establece que el producto de bienes de ins-
tituciones eclesiásticas en Hispanoamérica y Filipinas se puede acercar a 15.000.000 de 
pesos, tomando datos desde 1805 hasta 1810. De esta suma, se calcula, se mandaron a Es-
paña unos 14.000.000 de pesos, deduciendo el gasto de funcionamiento de las Juntas y el 
porcentaje que les estaba asignado a Virreyes y Diputados de las Juntas, encargados de estas 
extracciones. Los caudales que muestra el cuadro 1 se trasladaron a España por medio de 
libranzas, es decir de órdenes de pago decididas en Madrid (en general por la caja de Con-
solidación) y canceladas en América directamente a los tenedores de dichos papeles.
CUADRO 1. Recaudación de las Cajas de Consolidación en América.2829
Provincia
Ingresos
Totales
(pesos fuertes)
Fecha
del cálculo
Fuente
Virreinato de la Nueva España 10.321.800 30-4-1809 A. Lavrin, (1973)29
Capitanía General de Guatemala 1.561.674 12-1-1810 AGI, Indiferente, 1702
Capitanía General de Filipinas 353.059 25-4-1809 AGI, Indiferente, 1702
Capitanía General de Cuba 350.000 — —
Capitanía General de Caracas 350.000 27-8-1808 AGI, Caracas, 804 (n.º 11)
Virreinato de la Nueva Granada 447.779 20-8-1811 Caicedo y Flórez (1811)30
Virreinato del Perú 1.487.093 13-11-1810 AGI, Indiferente, 1702
Capitanía general de Chile 164.064 29-3-1810 AGI, Indiferente, 1702
Virreinato del Río de la Plata 366.573 24-5-1809 S. B. Liberti (1969)31
TOTAL global
[Hispanoamérica y Filipinas]
15.400.000
26. Reales Cédulas del 26 de diciembre y del 28 de noviembre de 1804 (AGI, Ultramar, 833) 
27. Carta sobre Juntas de Consolidación en America de 4 de abril de 1805 (AGI, Ultramar, 833). Se crearon 
Juntas de consolidación en México, Lima, Buenos-Aires, Chile, Caracas, Santa Fe de Bogotá, Guatemala, Ha-
bana, Manila, Puerto Rico. Más adelante volvemos sobre el papel de estas Juntas.
28. Fuente del cuadro: Liehr, Reinhard, «Endeudamiento estatal y crédito privado…», cit., p. 572.
29. Lavrin, Asunción, «The Execution of the Law of Consolidation in New Spain: Economic grains and 
results», en The Hispanic American Historical Review, vol. 53, n.º 1, 1973, pp. 27-49.
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Aunque no todas las libranzas americanas respondían explícitamente a una deuda en 
particular, en la medida en que los recursos de los virreinatos americanos se habían dado 
en garantía para el pago de las deudas del Reino en su conjunto, buena parte de ellas iban 
directamente a la contabilidad de la Caja de Consolidación integrándose, de esta manera, 
a la dinámica que iba imponiendo el creciente endeudamiento de la Monarquía. Una idea 
del monto de las libranzas emitidas por la Caja de Consolidación en Madrid, se puede ver 
en el informe que dio dicha caja sobre las libranzas emitidas en un solo año (entre 1804 y 
1805). Las cifras son las siguientes:3031
CUADRO 2. Monto de las libranzas emitidas para ser cobradas en América (1804-1805)32
Lugar Pesos fuertes
En Nueva España 21.629.217
En Perú 4.457.673
En Buenos Aires 3.426.240
En Caracas 254.192
En Santa Fe y Cartagena 2.304.194
Total 32.071.516
CUADRO 3. Rubros a los que se asignaron las libranzas cobradas en América33
Ramo Pesos fuertes
Para el ejército 406.000
Para la marina 5.100.279
Para provisiones 9.066.000
Para Tesorería General de Consolidación 16.723.818
Para objetos del Real Servicio 775.419
Total 32.071.516
Las presiones económicas del endeudamiento metropolitano se vivían en América de 
distintas maneras. Por ejemplo, el virrey de la Nueva Granada, Antonio Amar y Borbón, 
en correspondencia con el Ministro Soler en 1806, trataba de hacer entender que las fi -
nanzas del virreinato no podían seguir el ritmo de pago que exigía la Real Hacienda en 
Madrid. En consecuencia, le pedía al Rey que se reintegrara lo avanzado en las libranzas 
30. Caicedo, Voto…, cit., p. 18.
31. Liberti, Susana, «Notas sobre la consolidación de vales reales en el Rio de la Plata (1806-1809)» en In-
vestigaciones y Ensayos, n.º 6-7, Buenos Aires, 1969, pp. 313-316.
32. Razón de las cantidades que se han librado sobre las cajas Reales de América, 1804-1805, (AGI, Ultramar, 
833).
33. Ibíd.
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que se habían mandado a pagar a nombre del contador general de la Real Caja de Conso-
lidación de Vales, para lo cual proponía que se utilizaran los productos de la enajenación 
de fi ncas de obras pías.34 Por su lado, uno de los mayores afectados, el clero, reaccionaba 
defendiendo como podía sus capitales y el estatus que los fueros le otorgaban en términos 
de privilegios y excepciones. En varias capitales americanas las protestas del clero fueron 
formales, en 1806 el cabildo eclesiástico de Santa Fe formuló su reclamo ante el Rey. Igua-
les quejas se hicieron desde Lima, Venezuela y México.35 A pesar de las múltiples protes-
tas, lo cierto es que la espiral de gran endeudamiento, con sus pagos constantes y crecien-
tes y muchas veces sin control, no permitía sutilezas ni excepciones. Había que pagar si se 
quería salvar el Reino y mantener el crédito. Es así como no se dio paso atrás en el proce-
so de desamortización de bienes de la Iglesia, iniciando en este momento una práctica 
que, como el endeudamiento mismo, será característica del siglo XIX republicano.36
Como una de tantas paradojas que encierra la relación entre intenciones y resultados, 
los esfuerzos por sobrellevar las fi nanzas reales en crisis, generaron las circunstancias que 
terminaron por favorecer su caída: el dinero del clero era el recurso que se suponía per-
mitiría salvar la Monarquía de sus acuciantes apuros fi nancieros, pero terminó siendo 
–por lo menos en América– un elemento clave en el apoyo del clero criollo a los procesos 
de independencia que acompañaron el derrumbe de la Monarquía hispana.37 Los textos 
que vamos a examinar a continuación, tienen estos procesos y sus contradicciones como 
antecedentes necesarios para su comprensión: tanto el discurso sobre lo injusto de las 
imposiciones de Carlos IV, como lo justo de que se continúen pagando los réditos de 
ciertas deudas, son reacciones y posiciones asociadas a las trayectorias emprendidas du-
rante el endeudamiento monárquico de fi nales del siglo XVIII y principios del XIX.
2. La injusticia de un gobierno
La Junta Superior de Cundinamarca ordenó en enero de 1811, que el cobrador de 
diezmos hiciese efectiva «sin remisión alguna» la cobranza de lo adeudado del dere-
34. Documentos n.º 375 y 376, 19 de enero de 1806 (AGI, Santa-Fe, 653).
35. Brading, David, Una Iglesia asediada: el obispado de Michoacán 1749-1810, México, FCE, 1994. Liehr, 
Reinhard, «Endeudamiento estatal y crédito privado…», cit.; Merino, José, «1805: Crisis fi nanciera Internacio-
nal y Tesoro Americano…», cit.
36. Los historiadores decimonónicos Restrepro y Groot entienden –en sus respectivas historias de la Iglesia 
en la Nueva Granada– esta primera desamortización de la crisis colonial en clara relación y continuidad con la 
desamortización republicana de mediados del siglo XIX. Se trata para ellos de la «primera desamortización de 
carácter general». Cf. Restrepo, Juan Pablo, La Iglesia y el Estado…, cit.; Groot, José Manuel, Historia Eclesiás-
tica y Civil de Nueva Granada…, cit., tomo 2, p. 150-153. Por el contrario, la historiografía colombiana reciente 
rara vez establece la relación entre la primera desamortización durante el gobierno colonial y la segunda duran-
te el gobierno republicano.
37. Cf. Hamnett Brian, «The Counter Revolution of Morillo…», cit.; Wobeser, Gisela von, «La consolida-
ción de vales reales como factor determinante de la lucha de independencia en México, 1804-1808», en Historia 
Mexicana, vol. LVI, n.º 02, 2006, pp. 373-425.
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cho de anualidad en las Prebendas y Capellanías. Como respuesta a esta medida, el 
cabildo metropolitano presentó un alegato en defensa de la libertad e inmunidad ecle-
siástica.38
La negativa de la Iglesia neogranadina a pagar estos impuestos viene justificada en 
este texto con una serie de argumentos en torno a lo justo y a lo injusto. A lo injusto 
del gobierno antiguo que estableció dichos impuestos y a lo injusto del nuevo gobier-
no que pretende seguir cobrándolos. A lo justo que es el reclamo del clero en lo que 
tiene que ver con sus fueros, su libertad y su inmunidad y a lo injusto que es cobrar 
unos impuestos sobre los cuales el nuevo gobierno no tienen ningún derecho. Entre 
quejas y reclamos, se consideraba que atender la petición de la Iglesia en este tema 
representaba, para el nuevo gobierno, una «obligación de rigurosa justicia», dada la 
«inmunidad y excepción de las Iglesias, de los eclesiásticos y de sus bienes» por el esta-
tus particular que le concedían todos los derechos: el Divino, el Natural, el Eclesiásti-
co y el Real, junto a aquél que se imponía en la nueva situación política: el derecho a 
la propiedad.39
Veamos un poco más en detalle la argumentación de Caicedo. Afi rma en su Maniﬁ es-
to que los impuestos que el nuevo gobierno reclama al clero, «anualidades, medias anatas 
y mesadas», son ilegales porque se efectúan por fuera de los acuerdos hechos entre los 
diferentes Monarcas y el Papa, exigiéndose arbitrariamente sin antes haber demostrado 
su legitimidad.40 Por ejemplo, aborda la mesada eclesiástica41 diciendo que, aunque es im-
puesto de larga data, éste ha tenido que renovarse en cada reinado: la gracia de exacción 
se le concedió a Carlos III por los días de su vida, con la llegada de Carlos IV al trono la 
renovación de esta gracia no se realizó de manera inmediata, aunque se continuó cobran-
do sin autorización papal por un lapso de cinco años. Finalmente, concedida la gracia a 
Carlos IV, fue también por sólo los días de su vida, por lo que destituido este monarca del 
trono, «que para la nación española es lo mismo que morir», expiraba también el privilegio 
y quedaba desautorizado el cobro de este impuesto al nuevo gobierno.42 «Es un claro y 
manifi esto robo –dice– y por lo mismo contra toda razón y justicia». Caicedo argumenta 
entonces el derecho a la propiedad y el deber que tiene la justicia de protegerla: «Siendo 
el principal atributo de la Justicia, o mejor diré su esencia y la más sagrada obligación del 
Magistrado, mantener a cada ciudadano en la posesión de sus derechos».43 Como es co-
mún en las peticiones de la época, aunque el derecho reclamado es el de propiedad indi-
vidual, el valor ponderado es la repercusión social que implica desposeer a alguien de 
este derecho:
38. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., pp. 1-94.
39. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 3 y 11.
40. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 39.
41. «Duodécima parte de todos lo productos y emolumentos del beneﬁ cio de Curas Párrocos, durante el primer 
año de ejercicio y con una sobrecarga del 18 por ciento de conducción». Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 39.
42. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 37
43. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 47
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… con este impuesto quitan al interesado su subsistencia […] quitan a sus domésticos y fami-
lia el bocado de pan con que podría alimentarlos, quitan a los pobres necesitados la limosna 
con que todo eclesiástico a quien le sobra algo esta obligado a socorrerlos.44
Tratándose de la violación de un derecho, en el Maniﬁ esto se exigía del gobierno las 
formalidades de un juicio para establecer si estos pagos eran legítimos o no y, por lo tan-
to, para saber si había deuda o no la había.45 Apelar a un juicio llevó a sacar a luz el trata-
miento especial conferido por el fuero a los eclesiásticos y le daba un giro suplementario 
a la injusticia denunciada:
El irreparable agravio que en ella hace V.E a todos los eclesiásticos, desaforándolos y sujetán-
dolos a un tribunal secular, en donde sin otra consideración se ha decretado embargo para el 
pago de una deuda que aun no está califi cada, sin contar con que los deudores gozan de fuero 
y por lo mismo no pueden ser juzgados sino por sus propios superiores.46
El estatus especial que se reclamaba también incluía el privilegio de la «inmunidad y 
libertad eclesiástica», de manera que sólo con expresa facultad del Papa se les podía im-
poner tributos, gabelas y otras contribuciones.47 Caicedo, aclara que con esto no busca 
sustraerse a las obligaciones de contribuir «para las urgentes necesidades de la patria» 
pero esto ha de ser «califi cándose por el clero y obispo la necesidad y utilidad del gasto: 
ha de ser voluntaria la donación y no forzada, porque siendo forzada sería más bien tri-
buto, o gabela, que donación graciosa: ha de pedirse humildemente y no con des po tis-
mo».48 Tomar el tributo como una ofensa y humillación, responde a una experiencia social 
en la que cualquier contribución directa los ponía en la situación de aquéllos que por su 
condición pagaban tributo, como los indios y los pecheros peninsulares.
Lo paradójico es que defender el fuero que implica una sociedad de órdenes, estratos 
y privilegios, no impedía argumentar la libertad y la igualdad que debía traer un nuevo 
gobierno «útil, liberal y franco», opuesto al «arbitrario y despótico» de los ministros de 
Carlos IV.49 La contradicción que parece dibujarse en los términos del reclamo (entre la 
defensa del fuero y los principios liberales) adquiere todo su sentido cuando se considera 
la activa oposición que el clero americano ofreció al gobierno de Madrid junto al movi-
miento criollo, justamente por considerar las medidas fi scales del gobierno español como 
«una criminal expoliación».50 Ahora, con el nuevo gobierno, la exigencia de justicia se 
sostiene tanto en el privilegio adquirido como en la libertad que debe traer la transforma-
ción política en curso. Volveremos más adelante sobre estas superposiciones de lógicas, 
44. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 47
45. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 50
46. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 51
47. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 39
48. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 78.
49. Caicedo, Maniﬁ esto…, cit., p. 50.
50. Caicedo, Voto…, cit., p. 4.
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reivindicaciones y exigencias; ahora veamos el segundo texto que Caicedo presenta a la 
Junta.
3. La justicia de una deuda
Siete meses más tarde y ya en el cargo de vicepresidente de la Junta de Gobierno, Fernan-
do Caicedo expone otro aspecto en relación con el endeudamiento del gobierno español.51 
Si bien, como veremos, ambos textos están relacionados, esta vez la intención está puesta 
en demostrar lo justo que es que el nuevo gobierno continúe pagando los réditos de la 
deuda que adquirió el antiguo gobierno con la iglesia de la Nueva Granada, lo que enton-
ces se llamó la deuda de Consolidación.
Como lo señalábamos más arriba, esta deuda fue resultado de la política de desamor-
tización de bienes de la Iglesia, decretada en diciembre de 1804 para América, después 
de haber sido implementada desde 1789 en la península. Su objeto y justifi cación fue 
obtener los medios económicos necesarios para atender el volumen de la deuda de la 
Monarquía y así frenar la depreciación de los Vales Reales. Esta operación fi nanciera 
funcionó de la siguiente manera: el gobierno de Madrid –con Godoy a la cabeza– y por 
medio de Cédula Real, dispuso que el estado se hiciera cargo de los fundos de Capella-
nías y de los bienes de las llamadas Obras Pías (de Religiosos, Monjas, Cofradías, etc.), 
bienes que se ponían en subasta pública, para luego depositar la sumas así recaudadas en 
la Caja de Consolidación; paralelamente el gobierno se comprometía a pagar a los afecta-
dos los réditos correspondientes a cambio de lo que anteriormente recibían por alquiler 
o por censo.52 En América el Rey creó, en cada una de sus capitales, un tribunal con el 
nombre de Junta Superior de Consolidación, encargado de llevar adelante y hacer efecti-
vas estas disposiciones. Dichas Juntas se componían del Virrey, del Prelado eclesiástico y 
de otros ministros, estos últimos dotados de sueldo fi jo, mientras que los primeros (el 
Virrey y el Prelado) eran recompensados con el tanto por ciento de todo lo amortizado.53
El caudal amortizado, es decir, el producto de las ventas de estos bienes entraba al 
erario real a la manera de un censo consignativo.54 Desde el punto de vista del gobierno 
metropolitano la transacción puede entenderse como una forma de conseguir dinero 
prestado a bajo interés: recibe en la Caja de Consolidación en Madrid el producto de las 
51. Caicedo, Voto…, cit., pp. 1-42.
52. Merino, José, «Hacienda, deuda pública y desamortización…», cit.; Liehr, Reinhard, «Endeudamiento 
estatal…», cit.
53. Caicedo, Voto…, cit., p. 28.
54. Censo: contrato por el cual uno vende y otro compra el derecho de percibir una pension anual (Diccio-
nario de la Real Academia Española, Madrid, 1803) En el censo consignativo, se recibe una cantidad o capital, 
dando esta entrega derecho a percibir ciertos réditos anuales. El capital entregado se asegura con bienes raíces, 
en este caso –tratándose del estado– los bienes consignados fueron las rentas reales. Sobre el censo consignativo 
como práctica económica y como fi gura jurídica en hispanoamérica ver: Wobeser, Gisela von, «El uso del censo 
consignativo para realizar transacciones crediticias en la Nueva España, siglos XVI al XVIII», disponible en: 
<http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/2/722/30.pdf>.
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ventas de estos bienes a particulares y sobre estas sumas paga un interés de un 5%. Según 
calcula Caicedo, en el virreinato de la Nueva Granada la suma así recaudada se acercó a 
medio millón de pesos repartidos en sus diócesis de la siguiente manera:
CUADRO 4. Caudales amortizados en todo el Virreinato55
Diócesis de Santafé 166.911 pesos,    1 real y ½
De Quito 110.847 pesos, 2 reales y ½
De Popayán 106.209 pesos, 2 reales y ¾
De Cuenca 5.403 pesos, 3 reales
De Cartagena 36.894 pesos,              y ½
De Santa Marta 20.783 pesos, 6 reales y ½
De Panamá 800 pesos
TOTAL 447.779 pesos,              y ¾
Para el pago de los intereses de esta deuda se asignó la renta del llamado Noveno de 
Consolidación,56 impuesto que en 1804 se había establecido sobre todas las rentas decima-
les. Esto llevó a que en la Nueva Granada, la seguridad del pago de estos réditos lo pro-
porcionara la misma Iglesia, situación de la que Caicedo comenta: «es como cuando el 
ladrón comete un segundo robo para restituir el primero».57 Sea como sea, lo cierto es que 
esto aseguró un rubro específi co para el pago de los intereses de esta deuda. El hecho de 
estar unido el Nuevo Noveno al pago de la deuda de Consolidación hizo que se mantu-
viera el cobro de este impuesto después del cambio político:
Si alguna vez puede decirse que en Santafé es lícita la exacción de este nuevo Noveno, es aho-
ra, por haber dispuesto el Cabildo Eclesiástico en su acta de 24 de Mayo del presente año 
[1811], que no se haga novedad en cuanto a sacar de toda la masa decimal el noveno de con-
solidación, atendiendo sin duda al piadoso destino que se le daba en esta capital de pagar ré-
ditos de los caudales amortizados, para que no perezcan de hambre y de necesidad tantos reli-
giosos, monjas y mil otros acreedores, que tuvieron la desgracia de quedar oprimidos bajo las 
ruedas del funesto carro de la Amortización: Pero esto se entiende no como gabela, talla o 
tributo, sino como una donación graciosa con que el Estado Eclesiástico ayuda al Secular para 
llevar las cargas que tiene sobre su tesoro público.58
55. Caicedo, Voto…, cit., p. 18.
56. En Real Cédula del 26 de diciembre de 1804, se mandó sacar un nuevo noveno de toda la masa integra 
de los diezmos de España e Indias. El importe de este nuevo tributo se dejó a discreción de cada gobierno para 
aplicarlo a lo necesario, con especial designación en los gastos de la guerra. En la Nueva Granada se decidió 
destinarlo para el pago de réditos de los caudales amortizados, cf. Caicedo, Voto…, cit., p. 33.
57. Caicedo, Voto…, cit., p. 33.
58. Caicedo, Voto…, cit., p. 20 y 21.
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En este punto, Caicedo retoma el descrédito de sentirse obligado a dar «gabela, talla 
o tributo», frente a dar una «donación graciosa». El lugar en el que se ubican los actores, 
los unos con respecto de los otros, cambia signifi cativamente entre una y otra posición. El 
reclamo del privilegio que los aparta del tributo también nos remite a lo que ya decíamos 
del estatus que se defendía según un orden social concebido como cuerpos esencial y ju-
rídicamente diferentes. En esa lógica, se pondera para el pago de estos réditos «la natura-
leza y el estado de los acreedores», el trato especial que merecen los eclesiásticos y monjas 
a quienes se vertía esta renta.
Al lado del privilegio está, como hemos visto, la reivindicación de justicia: «con solo 
poner en esta partida la palabra: deuda de justicia, bastaría para que sin más examen, ni 
discusión sancionarais su pago como la primera y más sagrada obligación del Estado».59 Uno 
de los argumentos recurrentes en el discurso de Caicedo es, en efecto, la obligación señala-
da por la justicia, puesto que, fi nalmente, esta deuda no es otra cosa que un contrato:
Nadie ignora que la imposición de caudales a censo consignativo es, en buena jurisprudencia, 
un verdadero contrato que contrae obligación de justicia por una y otra parte, y si los que man-
daban entonces en nombre del Rey, y con la autoridad sufi ciente para ello, obligaron en general 
todas las rentas reales, y en particular algunos ramos de ellas, quedan en todo tiempo responsa-
bles unas y otras. Cada uno de vosotros, Señores, está desde luego íntimamente persuadido de 
esta verdad y de que, generalmente hablando, es de rigurosa justicia el pago de estos réditos.60
Por su lado, la recién redactada Constitución del Estado de Cundinamarca garantiza-
ba el derecho de propiedad ¿Qué otra cosa son –pregunta Caicedo– los réditos que se 
deben sino rentas propias de sus legítimos dueños?61 Y agrega: si la Constitución no con-
vence está el catecismo de la doctrina cristiana que dice: «hurtar no es otra cosa que 
quitar o retener lo ajeno contra la voluntad de su dueño».62 El deber de justicia y el deber 
cristiano se plantean paralelamente, de manera que un argumento refuerza el otro. Esta 
superposición es palpable en la conclusión de su discurso:
Señores: yo tengo la satisfacción de hablar hoy a unos sujetos religiosos, timoratos, amantes de 
la justicia, que están íntimamente persuadidos de la enorme carga que pusieron sobre sus hom-
bros cuando juraron en la presencia de Dios y por su santo nombre, cumplir en cuanto sus 
fuerzas alcanzaran con el delicado empleo de legisladores, que tampoco ignoran que son res-
ponsables con lo que hicieren para con Dios y para con los hombres.63
Si la superposición funciona en el convencimiento, sin duda es igualmente efi caz en 
el castigo: la falta que denuncia Caicedo no es solamente «inicua» sino «sacrílega», por lo 
59. Caicedo, Voto…, cit., p. 4.
60. Caicedo, Voto…, cit., p. 7 y 8. 
61. Caicedo, Voto…, cit., p. 35.
62. Caicedo, Voto…, cit., p. 36.
63. Caicedo, Voto…, cit., p. 37 y 38.
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que las amenazas de excomunión a los miembros de la Junta acompañan su pedido: les 
advierte que al atacar al clero «ni aun el gran privilegio de Bula de Cruzada les valdrá 
para ser absueltos».64
En el mismo registro de superposiciones, se suma la defensa –lado a lado– de la ex-
cepción que marca el privilegio del fuero y la igualdad que garantiza el gobierno con una 
justicia para todos sus ciudadanos. Es así como encontramos la opinión de que si hasta 
un zapatero tiene garantizados sus derechos, por qué no un religioso, que además goza de 
sus fueros:
Es cosa fuerte que cualquier zapatero, u otro ínfi mo pueblo, tenga ya la satisfacción de decir 
que se le ha sacado de la esclavitud y se le ha restituido a los derechos de hombre libre. Y los 
eclesiásticos lejos de ser favorecidos con el nuevo gobierno se ven sin saber, como despojados 
del sagrado fuero que les conceden los cánones, los Concilios generales y el mismo Jesucristo 
y sujetos sin apelación a la sentencia de un tribunal puramente lego.65
Lejos de ver en esta superposición de lógicas una contradicción, se advierte más bien 
un trazo característico de una lógica antigua, en la que un nuevo elemento no elimina el 
anterior, simplemente se le superpone. A los fueros y jurisdicciones se les suma la defensa 
de derechos ciudadanos y la noción de igualdad, sin que esto llegue a ser un elemento 
perturbador del discurso. Sin duda en este caso la noción de «justicia divina» reforzaba 
la excepción reclamada y permitía concebir al tiempo fueros e igualdad de derechos 
como nociones que se reforzaban y no como una contradicción en los términos.66
*  *  *
Los argumentos de Fernando Caicedo en sus dos alegatos surtieron el efecto buscado: no 
se exigió en ese momento el pago del derecho de anualidad que motivó el primer texto y 
en la Junta se votó por unanimidad continuar el pago de los réditos de la deuda de Con-
solidación.67 Es así como al mismo tiempo se desconoció un impuesto del antiguo gobier-
no, y se aseguró el pago de réditos de préstamos que el mismo gobierno había realizado, 
es decir, ruptura y continuidad simultáneas. Tratándose de la misma persona defendien-
do las dos decisiones, se deduce fácilmente que el criterio que movía estas argumentacio-
nes –y las decisiones que le siguieron– residía menos en una preocupación por eliminar lo 
64. Caicedo, Voto…, cit., p. 39. No olvidar que como canónigo penitenciario Caicedo tenía la potestad de 
absolver o de excomulgar, en las censuras latae sententiae no declaradas ni reservadas a la Santa Sede.
65. Caicedo, Voto…, cit., p. 31.
66. Al respecto remitimos –como otro ejemplo de superposición frente a la lógica de oposición– a la re-
fl exión histórica de Rafael Torres Sánchez, cuando señala la persistencia y transformación del contenido de los 
privilegios en medio de la implantación de unos mercados que teóricamente se opondrían a una lógica antigua 
de cuerpos y privilegios, cf. Torres Sánchez, Rafael «Cuando las reglas de juego cambian. Mercados y privilegio 
en el abastecimiento del ejército español en el siglo XVIII», en Revista de Historia Moderna, Anales de la Univer-
sidad de Alicante, n.º 20, 2002, pp. 5-49.
67. Caicedo, Voto…, cit., p. 41.
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antiguo, que en la validez de defender lo que se consideraba justo y en la defensa de cier-
tos intereses económicos de la Iglesia, puestos en jaque durante la crisis de la monarquía.
Las decisiones tomadas no duraron mucho dada la inestabilidad propia del periodo 
revolucionario: el proceso de transformación política en el que se enmarcaron estas deci-
siones estaba lejos de ser defi nitivo. En 1816 con la Reconquista y la reinstauración del 
virreinato (1816-1819), teóricamente se volvería a las disposiciones vigentes en 1810, 
pero de este período no tenemos noticia clara de su política fi scal.68 El tema de la deuda 
pública y de los impuestos que para pagarla había decretado el gobierno español, vuelve 
a surgir en los documentos después de 1820, esta vez junto a las mucho más numerosas 
deudas que se habían adquirido durante la larga guerra de Independencia.
En 1825, por ejemplo, se vuelve sobre los impuestos que denunciaba Caicedo, la 
media anata, la mesada eclesiástica y la anualidad. El clero sigue haciendo presión para 
lograr la exención de estas contribuciones, las Cámaras no ven inconveniente y aceptan la 
petición. No obstante, el Ejecutivo objeta la medida diciendo que «por justicia deben 
abolirse también las medias anatas que se cobran a los demás empleados públicos, por-
que no hay razón para privilegiar a unos contra el derecho de otros».69 Finalmente, ese 
mismo año, tras una nueva redacción, el decreto se aprobó con las modifi caciones que 
propuso el Ejecutivo. Dos años más tarde, en 1828, Bolívar restablece este impuesto, 
volviendo atrás las medidas tomadas, como lo hizo con la abolición de la alcabala, del 
tributo de indios y el estanco de aguardiente.70
En cuanto a la deuda de Consolidación el tema es menos aparente, en las discusiones 
parlamentarias de los primeros años no hay una legislación clara al respecto. Esta situa-
ción no impidió que se siguiesen pagando como lo muestran las cuentas de Hacienda de 
los años 1823 y 1824, en las que aparece entre los gastos realizados, el rubro «réditos de 
consolidación».71 Más adelante, en 1826, las Cámaras aprobaron una ley que establecía 
ofi cialmente el reconocimiento de estas deudas, siguiendo la petición que al respecto 
realizara el Senador Gerónimo Torres sobre la «obligación» de la República de reconocer 
los capitales recibidos a censos por el gobierno antiguo.72 Pero el poder ejecutivo no lo 
aceptó inmediatamente y puso varias objeciones considerando que el reconocimiento ofi -
cial de este pago era un asunto que debía discutirse aún.73 Más allá de estas referencias 
puntuales, no tenemos noticias que afi rmen o nieguen el pago de estos réditos durante la 
68. Cf. Arévalo, Decsi, «Guerra y fi scalidad en el tránsito del Virreinato a la República: Nueva Granada, 
1796-1821», en Anuario de Historia de América Latina (JbLA), n.º 48, 2011, p. 51.
69. Santander y el Congreso de 1825, actas y correspondencia, Cámara de Representates, vol. V, Bogotá, Fun-
dación para la conmemoracion del natalicio del General Francisco de Paula Santander/Presidencia de la Repu-
blica, 1989, p. 33.
70. Galindo, Aníbal, Historia economica i estadistica…, cit., p. 32-33.
71. Gaceta de Colombia, n.º 075 del 23 de marzo de 1823 y n.º 116 del 19 de diciembre de 1824, Bogotá, 
Imprenta de Espinoza.
72. Torres, Gerónimo, Opinión del Senador que suscribe sobre la obligación que tiene la república de recono-
cer los capitales recibidos a censo en este país por el gobierno antiguo, Bogotá, Imprenta de Salazar, 1826. 
73. Cf. Bushnell, David, El régimen de Santander…, cit.; Pinto, José Joaquín, «Finanzas de la República de 
Colombia, 1819-1830»… cit. 
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,Gran Colombia. Sabemos, sin embargo que en 1828 Bolívar suspendió el pago de todas 
las deudas, entonces normalmente también el de éstas.
En 1833, después de la disolución de la Gran Colombia, José Manuel Restrepo 
(quien fue ministro del Interior de la misma) ofrece un cálculo aproximado de la deuda 
pública de la Gran Colombia y en ella distingue claramente la heredada del gobierno es-
pañol. En su estimación aparece que hacia fi nales del año 1824, la deuda doméstica gran-
colombiana ascendía a $17.305.638 pesos y dentro de ésta, 4.655.638 pesos correspon-
dían a deuda heredada del gobierno español ($3.202.000 de principal y $1.453.638 de 
intereses). Explica Resptrepo que aunque toda esta deuda estaba identifi cada, no toda 
estába reconocida por el cuerpo legislativo de la República; consideraba, sin embargo, 
que pronto lo sería ya que:
[…] todas ellas se deben a corporaciones o a individuos colombianos, y habiendo sucedido 
nuestro gobierno al español en los edifi cios públicos, en las deudas activas y en las hipotecas 
que se habían afectado a los censos, es justo que suceda también en las deudas pasivas.74
Resulta difícil saber qué pasó con estas deudas antiguas en las conformaciones esta-
tales que sucedieron a la Gran Colombia. Es posible que buena parte de ellas se hayan 
integrado a lo que a partir de entonces se llamó en las cuentas de Hacienda la «deuda 
colombiana», perdiendo de este modo para la contabilidad estatal el referente colonial. 
Pero para afi rmarlo con certeza sería necesario revisar en su detalle los acuerdos y las 
cuentas de la comisión de Plenipotenciarios que para tal efecto se formó con delegados 
de los tres estados que resultaron de la división Grancolombiana (Venezuela, Ecuador y 
Nueva Granada) y que trabajaron entre 1834 y 1838 en registrar y dividir las deudas co-
lombinas.75
A manera de conclusión
A partir del caso estudiado podemos sacar algunas conclusiones, pero sobre todo plan-
tear las problemáticas puestas de manifi esto en los alegatos de Caicedo y en las medidas 
que al respecto hemos rastreado en relación con los dos temas que nos propusimos ob-
servar: la justicia y las deudas.
74. Restrepo, Jose Manuel, Compendio de la historia de Colombia, Paris, Librería Americana, 1833, 
pp. 274-295. Dentro de la deuda del gobierno español, cerca de un millon de pesos estaba ofi cialmente recono-
cido, se trata de la deuda contraída en el Itsmo de Panamá y en Guayaquil, en ambos casos su pago era parte 
de los compromisos adquiridos en el momento de declarar la independencia de estos territorios. Sobre las 
deudas del gobierno español en del Istmo de Panamá, se pueden ver cientos de reclamos en los archivos de la 
Casa de Moneda de Bogotá, institución donde funcionó en estos años la Comisión de Liquidación de la Deuda 
Nacional.
75. Cf. Pombo, Lino de, Exposicion del director del Crédito Nacional sobre los negocios del ramo de su cargo: 
Informe al Secretario de Hacienda, Bogotá, Imprenta de Espinoza por J. Ayarza, 1839.
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1. La justicia como dinámica social
Un primer elemento es la vigencia y la fuerza de la lógica de una justicia de antiguo régi-
men en los textos expuestos. En los territorios de la América Ibérica colonial, desde el 
siglo XVI, se había instalado y desarrollado una dinámica social completamente impregna-
da de relaciones jurídicas –con sus respectivos tribunales de justicia y jueces asignados a 
todos los ámbitos de la vida social–. En esta confi guración, el recurso a la justicia repre-
sentaba el camino más inmediato, efi caz y común frente a cualquier negociación y resolu-
ción de confl ictos.76 La legitimidad con la que se afi rmaba la denuncia de injusticias tenía 
que ver sin duda con estas prácticas, que llevaban tres siglos y que constituían un referen-
te común. Un segundo elemento que señala la primicia de nociones antiguas –a pesar de 
la inclusión de nuevas nociones de libertad, de ciudadanía o de igualdad– es la conviven-
cia junto a nociones de corte antiguo: fueros, privilegios, estamentos. En otras palabras, 
la argumentación sigue siendo de tipo antiguo, en el sentido de que no se trata de una 
concepción que sustituye otra opuesta (racionalidad basada en una coherencia centraliza-
da), sino de una lógica en la que se articulan y se superponen aspectos diversos, como en 
efecto se concebía en un orden social de antiguo régimen.
2. La continuidad de la deuda
Richard Liehr afi rmó treinta años atrás, que la base de la deuda interior en los países 
hispanoamericanos independientes fue cimentada por el reconocimiento de las deudas 
del gobierno español, sobre todo de aquellas surgidas con la consolidación de vales rea-
les.77 Lo visto en estas páginas refuerza y retoma esta afi rmación, ubicando a su vez este 
proceso como un aspecto más de la discusión a favor de una visión histórica capaz de dar 
complejidad al periodo de transición que cabalga entre los siglos XVIII y el XIX.
Frente a la pregunta general de si se pagó o no la deuda española, la respuesta será 
necesariamente relativa: en unas circunstancias sí y en otras no, como lo muestra el caso 
estudiado y como –de hecho– seguirá pasando a lo largo del siglo XIX con la deuda gene-
rada por los propios gobiernos republicanos. Hilvanando los procesos tardo-coloniales 
con los de la temprana República, es posible afi rmar que el endeudamiento estatal está 
lejos de ser una «invención» o una «innovación» de los gobiernos republicanos ya que, 
como hemos visto, éstos son parte de un proceso que empieza en la Monarquía desde fi -
nales del siglo XVIII y se extiende a lo largo del siglo XIX. Si bien es clarísimo que la expe-
riencia y la práctica del endeudamiento se fue transformando en varios aspectos a lo largo 
del siglo, también es evidente que se trata de un mismo proceso, de una misma trayecto-
ria que adquiere todos sus sentidos cuando se la observa en su integridad. Ya a fi nales del 
76. Ver Viñas Mey, Carmelo, El régimen jurídico…, cit. y Herzog, Tamar, La administración de justicia como 
un fenómeno social…, cit.
77. Liehr, Reinhard, «Endeudamiento estatal y crédito privado…», cit. p. 26.
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siglo XVIII se asumía una concepción de la deuda pública que sería la base de la que se 
implantaría en el siglo XIX, en el sentido de que ya no era –como en el endeudamiento del 
siglo XVII– la relación entre el Rey y sus vasallos, «entre quienes se intercambian bienes y 
gracias pero no se llevan cuentas», sino claramente la relación entre deudores y acreedo-
res, en donde la subsistencia del crédito dependía de la claridad de las cuentas y de la 
responsabilidad del gobierno de turno frente a los compromisos adquiridos.78
Dicho esto, no sobra reiterar que si la dinámica moderna de endeudamiento es dis-
tinguible desde fi nales del siglo XVIII, como en efecto afi rmamos en este artículo, no quie-
re decir esto que sea posible hacer generalizaciones fáciles. Para entender las complejas 
situaciones sociales que ponen en movimiento los procesos de endeudamiento en cada 
momento, en cada lugar, la única opción reside en comprender –caso por caso– cómo se 
fueron resolviendo estas situaciones. Allí donde quienes intentaban conformar los nuevos 
Estados fueron, en buena parte, los mismos acreedores de las deudas antiguas, el recono-
cimiento fue con frecuencia asegurado.79 En lo que respecta concretamente a la deuda que 
aquí nos ocupó, la deuda de Consolidación, como bien señala R. Liehr, su aceptación y 
pago se aseguró gracias a la capacidad de presión política del clero.80 En efecto, en el caso 
estudiado –además de discursos como los que analizamos que dan toda la fuerza a una 
cultura tanto católica como jurídica bien arraigada–, dicha presión incluyó la posición de 
fuerza que les otorgaba su infl ujo sobre las comunidades, las redes de infl uencia política 
a las que pertenecían o no, sus miembros y defensores y el manejo que tenían de buena 
parte de las riquezas locales. Con esto queremos signifi car que la comprensión de las ac-
ciones que van a decidir en cada caso debe refl ejar la complejidad de los procesos que las 
producen.
Un último comentario para destacar la relación entre deuda y justicia que plantean 
los textos estudiados y que nos da pistas para futuros trabajos. Vimos la deuda en su di-
mensión jurídica –como el contrato que en efecto es– y en su dimensión social –quién y 
desde qué posición reclama, exige, consigue o no su propósito. Al lado está la justicia, 
como referente y justifi cación de los compromisos que los unen unos a otros: deudas y 
78. Sobre este cambio ver Dedieu, Jean-Pierre, «L’extraordinaire et son fi nancement dans les fi nances 
royales espagnoles au XVIIIe siècle» (conferencia), en Colloque Changement institutionnel et ﬁ scalité dans le 
monde hispanique (1750-1850), Toulouse, Université Toulouse II-Le Mirail, 17-19 octobre 2011. En línea: 
<http://www.canal-u.tv/video/universite_toulouse_ii_le_mirail/l_extraordinaire_et_son_fi nancement_dans_
les_fi nances_royales_espagnoles_au_xviiie_siecle_jean_pierre_dedieu.9792>.
79. La posición y capacidad de presión que tuvieron –o no– en otros contextos latinoamericanos algunos 
acreedores del estado español durante la República, puede verse en Sugawara, Masae, «Los antecedentes colo-
niales de la deuda pública de México», en Boletín del Archivo General de la Nación (suplemento) VIII, n.º 12, 
1967, pp. 131-402; Mazzeo de Vivó, Cristina Ana, «Los comerciantes, el Consulado, y los préstamos al gobierno 
republicano (Lima-Perú, 1820-1840)», en Revista Computense de Historia de América, vol. 32, 2006, pp. 67-84; 
Quiroz, Alfonso, «Consecuencias económicas y fi nancieras del proceso de la Independencia del Peru 1800-
1850», en La independencia Americana: consecuencias economicas…, cit. pp. 124-146. En el caso de Guatemala 
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acreencias, privilegios y obligaciones. Comprender deuda y justicia, una a la luz de la 
otra, nos permite un camino de análisis que sobrepasa la concepción de la deuda pública 
como evento económico reducido al défi cit fi scal, al tiempo que saca a la justicia de los 
tribunales, para pensarla en el centro mismo de la vida de las personas en sus dinámicas 
de interacción.
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